	Fecha
	27 de noviembre de 1961
	Sesión número
	59

	Motivo: Amparo

	Recurrente: YOLANDA ARTEAGA BLANCO

	Recurrido: GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DE PUNTARENAS

	Objeto del recurso: Alega la recurrente que el Gobernador de Puntarenas dispuso el cierre de su negocio y cancelación de todas sus patentes comerciales. Que en ese local tiene sus habitaciones personales y van a proceder a su lanzamiento, sin trámites de desahucio por las vías legales. Que el Ministerio de Gobernación confirmó la resolución que apeló. Alega violación del artículo 46 de la Constitución Política. 

	Respuesta del recurrido: Informa la autoridad recurrida que la disposición tomada por ese Despacho es la consecuencia necesaria de una orden de clausura del establecimiento comercial dictada oportunamente por ese Despacho y aprobada en segunda instancia por el Ministerio de Gobernación y Policía.  Que para cumplir con la referida orden era imposible hacer exclusión de los dos cuartos que su propietaria ocupaba, que formaban parte integrante de su negocio.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. Confirmada por el Ministerio de Gobernación la resolución de la Gobernación de Puntarenas que - en virtud de haberse comprobado que en ese lugar se ejerce la prostitución en forma abierta y pública - ordena el cierre o clausura del negocio denominado “Brodway Bar” y cancela todas las patentes comerciales que en él se explotan, se trata en la especie de un acto, por la Gobernación, de mera ejecución de lo resuelto en firme. Mantener a la recurrente en la posesión y disfrute de la propiedad mencionada, en carácter de inquilina, implicaría obtener indirectamente lo que una sentencia emitida por autoridad competente veda en forma directa.  


N° 59
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las  horas del día  de  de mil novecientos sesenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Valle, Elizondo, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Sanabria, Fernández, Jiménez, Jugo y de los suplentes Loría y Monge.
Artículo III
Se conoció el recurso de Amparo establecido por Yolanda Arteaga Blanco contra el señor Gobernador de la Provincia de Puntarenas, en el cual la recurrente alega: “Primero: sin darme la menor intervención, en una forma drástica y a su gusto, el señor Gobernador de Puntarenas don Eduardo Angulo, levantó una información en mi contra, poniendo mi negocio de licores llamado “Brodway Bar”, por los suelos y terminando por disponer en resolución de las quince horas del 13 de octubre último, el cierre de mi negocio y cancelación de todas las patentes comerciales que en él se explotan, resolución que corresponde a la Municipalidad y no al Ejecutivo Municipal. Segundo: Cuando todo el aparato administrativo tenía lista y resuelta - sin mi intervención – la relacionada investigación, se me notificó advirtiéndome del derecho de apelar, como lo hice, y el Ministerio de Gobernación por fallo N° 346 de las 10 horas del 25 de octubre próximo pasado, confirmó la resolución apelada, resolución esa violatoria de la garantía individual de libertad de comercio consagrada en el artículo 46 de la Constitución Política. Agrego Gaceta del 29-10-61 que contiene esa resolución N° 346.- Tercero: Y este es el principal objeto de este recuso de amparo.  En la inspección ocular que dentro de la relacionada información levantó el señor Gobernador, entre otros detalles, que es lo que viene al caso en recurso que estoy formulando – hizo constar dicho funcionario que en mi negocio de venta de licores extranjeros con patente municipal, existe una rockola, en un salón mesas con sus sillas y más adentro siete cuartos, de ellos dos están destinados al uso de la propietaria, uno para el encargado del aseo y los cuatro restantes para las mujeres de la vida pública que allí habitan cuyos nombre son Norma Zamora, Mireya Céspedes, Claudia Suárez y Teresa Quesada, quienes tienen de habitar aquí, respectivamente tres meses, dos meses, seis meses y un mes.  El señor Gobernador no puede negar estos detalles de estarse ocupando en parte la casa como habitación, tal y como lo hizo constar. Cuarto: Apenas le llegó confirmada dicha información, el señor Gobernador, en su afán de persecución en mi contra, no se limitó al cierre ordenado arbitrariamente de mi negocio y cancelación de mis patentes comerciales, - en lo que jamás puedo yo por la forma ilegal en que se procedió a estar de acuerdo – sino que en nota que me remitió con fecha 3 de noviembre en curso, me conmina a que dentro de veinticuatro horas debo de retirar del negocio Brodway Bar mis pertenencias personales. Qué significa esa orden amenazante? Pues que debo desocupar en lo personal dicho local; si me veo compelida a sacar mis pertenencias personales, tras ellas tengo que irme yo, y estoy segura de que ese es el propósito del señor Gobernador. Que yo salga de ese local, donde él mismo constató que tengo mis habitaciones personales y subarriendo cuartos a personas que las habitan desde hace meses y que no es dable lanzar a la calle por este procedimiento antojadizo, Y hasta allí no puede llegar el mando de tal autoridad, se está arrogando facultades que le y no le concede y contra esa arbitraria orden es que recurro por la vía constitucional y legal del Recurso de Amparo. Derecho: Comprobado hasta con la tendenciosa inspección ocular del señor Gobernador, que habito en el interior el local comercial, en dos cuartos destinados al efecto y que otras personas ocupan cuartos desde hace meses, tengo allí mi derecho de habitación derecho que proviene de mi contrato de arrendamiento que por sí y ante sí y sin ser él  propietario, puede romper el señor Gobernador, pretendiéndose hacer perder también mi derecho de llave – valioso por ser punto comercial desde muchos años.- Manu militari quiere proceder a mi lanzamiento, sin trámites de desahucio por las vías legales.  Ni las autoridades legales, ni la Presidencia de la República, tienen las atribuciones que se atribuye el Gobernador señor Angulo, interpretando a su modo el artículo 50 de la Ley número 20 de 24 de julio de 1867 y tal procedimiento arbitrario de dicho señor Gobernador, bien explicado en el hecho cuarto, es violatorio en mi perjuicio, de derechos consagrados en la Constitución Política en sus artículos 11, 23, 28, 35, 45 y 46.  El proceder del señor Gobernador, es un acto arbitrario e injustificado que impide y amenaza derechos míos, protegidos por la Ley y por las Garantías individuales y artículo 11 citados.  Se arroga el señor Gobernador facultades que la ley no le otorga, para perjudicarme, irrespetando así el artículo 11 de la Carta Fundamental.  Se irrespeta mi domicilio al obligárseme a sacar del mismo mis efectos personales y por allí se vislumbra el allanamiento policial que se proyecta, violándose así en mi perjuicio el artículo 23 citado.  Vivir en el local alquilado y alquilar cuartos que están habitados, es un acto que no infringe la ley, y no hay derecho a inquietarme y perseguirme, violándose así en mi perjuicio el artículo  28 citado.  El hecho de quererme obligar a sacar mis efectos personales implica que se está atribuyendo el señor Gobernador facultades de Juez que no tiene, contra el texto del artículo 35 citado.  Se está violando mi derecho de inquilina, el derecho de uso que tengo en una propiedad, al pretender que salga con mis efectos personales y por allí se está violando la garantía individual consagrada en el artículo 45 antes citado y finalmente, se me está restringiendo mi libertad de comercio, tanto al pretender hacérseme perder el derecho que tengo de vender mi derecho de llave, pues si desocupo lo pierdo, como porque se mes está restringiendo mi libertad de comercio, con flagrante violación del artículo 46 de la Carta Fundamental ya antes citado.- La nota conminatoria a que he hecho referencia y que adjunto como prueba, en que se me compele implícitamente a abandonar la casa que tengo en arrendamiento – y si no es así que lo diga el señor Gobernador al informar -, violatoria de las garantías individuales citadas es, sino ya un acto positivo, un acto negativo amenazador que obliga a proceder contra el funcionario arbitrario conforme al texto del artículo 15 de la Ley de Amparo.-  Acción: Con base en las razones de hecho y de derecho expuestas, indicación de los derechos amenazados, cita de las garantías individuales violadas y de conformidad con el párrafo segundo del artículo 48 de la Constitución Política y la ley de Amparo en todo su articulado, formulo el presente recurso de Amparo contra el señor Gobernador de Puntarenas a fin de que esta Alta Corte proceda a ampararme, declarando con lugar este recurso y haciendo saber al señor Gobernador de Puntarenas don Eduardo Angulo Obando, que debe abstenerse d amenazarme en mis derechos y en especial de dirigirme órdenes de salir de mi casa donde habito con mis pertenencias personales, o de retirar éstas, ya que si tengo que sacar mis enseres personas con nada me voy a quedar, y se le hará saber, se le obligará a actuar en el sentido de respetar mis derechos que indico como violados, de respetar las garantías dichas y cumplir lo que las mismas disponen.   Todo conforme al texto del artículo 15 de la Ley de Amparo y si a la fecha de resolver sobre este recurso ya el señor Gobernador hubiere consumado su amenaza, se le obligaría a restituirme en el pleno goce de mis derechos violados.-  Como prueba, según lo indico, agrego la nota amenazante que justifica este recurso y si el señor Gobernador negare los cargos y lo expuesto en los hechos, se le pedirá certificación del Por Tanto o parte dispositiva de su resolución de las quince horas del 13 de octubre último, confirmada por el Ministerio de Gobernación, donde se ordena el cierre de mi negocio y cancelación de patentes, pero no mi desalojo. Ver Gaceta adjunta indicada como prueba.-  Como la orden de que retire mis pertenencias personales implica y deja entrever el desalojo de la casa que ocupo, y eso es grave, pido que de conformidad con el artículo 13 de la ley de Amparo, se ordene la inmediata suspensión de esa orden, disposición o acto contra el cual reclamo. Pido pues mantenerme en el goce de los derechos consagrados en la Constitución Política.-  Como no han transcurrido más de ocho días naturales desde que recibí la nota amenazadora dicha, estoy en tiempo para plantear este recurso, - al que pido darle el trámite de ley para detener en sus actos violatorios y amenazadores al señor Gobernador.”

La autoridad recurrida informa en los siguientes términos: “La disposición tomada por este Despacho que motiva el recurso formulado por la señora Arteaga fue la consecuencia necesaria de una orden de cierre o clausura de su establecimiento comercial denominado “Brodway Bar” dictada oportunamente por este Despacho y aprobada en segunda instancia por el Ministerio de Gobernación y Policía.  Todo lo que se dispuso con posterioridad a la citada resolución de cierre o clausura del mencionado negocio, fue el concederle a la propietaria un término de veinticuatro horas para que retirara de su negocio sus pertenencias personales, ya que éste, cumpliendo la comentada resolución debía de ser cerrado y como en una inspección ocular que el suscrito realizó en el Brodway Bar pudo darse cuenta de que dos de los cuartos de este negocio estaban destinados al uso particular de la propietaria, por consideración a ella misma, estimó del caso concederle un término prudencial para que retirara sus pertenencias personales, con lo que se le evitaba un perjuicio innecesario.-  En las diligencias que acompaño al folio 6 frente, en el acta de inspección ocular consta literalmente lo siguiente: “Comunicados por medio de un puerta con este salón hay más dentro siete cuartos; de ellos dos están destinados al uso de la propietaria, uno para la encargada del aseo y los cuartos restantes para las mujeres de la vida pública que en este negocio habitan”.  Como podrá verse, relacionando mi disposición, base de este recurso y el contenido de lo que ha quedado transcrito, el proceder de este Despacho no contiene ningún abuso y sí por el contrario una especial consideración para la quejosa.-  Por otra parte estimo del caso llamar la atención de los Honorables señores Magistrados en el sentido, de que para cumplir con la disposición de cierre o clausura dictada contra el Brodway Bar, era imposible hacer exclusión de los dos cuartos que su propietaria ocupaba, toda vez que este negocio, o más propiamente el edificio que el mismo ocupa, en su construcción y distribución forma un todo, pues según consta de la referida acta de inspección ocular, el Bar se comunica por medio de una puerta con las habitaciones que están dispuestas unas contiguo a las otras formando cinco de ellas una sola hilera, dentro de las que se incluyen las dos de la propietaria.-   Con lo dicho quiero significar, que para el suscrito era materialmente imposible cumplir con la orden de cierre dada, y no incluir las habitaciones de uso de la dueña, pues que éstas formaban parte integrante de su negocio.-  Sin embargo, como consta en la nota de esta fecha y que adjunto, suscrita por el señor Comandante Primero de Plaza, la orden del cierre del negocio Brodway Bar se ejecutó parcialmente por razón de que la señora recurrente, Yolanda Arteaga Blanco sigue habitando en el mismo y no ha sacado sus pertenencias.  Ha quedado sin sellar una de las puertas del negocio que da acceso a su interior y a los cuartos que habita la dueña y empleadas. -  De conformidad con el artículo 11, párrafo final de la Ley de Amparo, me permito adjuntar las diligencias correspondientes al cierre del Negocio “Brodway Bar”-  De esas diligencias se desprende que este Despacho no ha violado los artículos número 11, 23, 28, 35, 45 y 46 de la Constitución Política.”

Previa deliberación, se resolvió: declarar sin lugar el recurso, por las siguientes razones: confirmada por el Ministerio de Gobernación, por acuerdo número 346 del 25 de octubre próximo pasado – publicado en la Gaceta del 29 del mismo mes – la resolución de la Gobernación de Puntarenas que, previo el levantamiento de la información correspondiente, dispuso, en lo pertinente, lo que sigue: “Se ordena el cierre o clausura del negocio denominado “Brodway Bar”, sito en el centro de esta ciudad, cien varas al este de la Gobernación de la Provincia y se cancelan todas las patentes comerciales que en él se explotan.”, ello en virtud de haberse comprobado que en ese lugar se ejerce la prostitución en forma abierta y pública, en mengua de la moralidad ambiente y las buenas costumbres; la protesta o inconformidad con la promotora del recurso, en su carácter de arrendataria de la propiedad indicada, que se contrae únicamente a la orden impartida por la Gobernación, para que por medio de la Guardia Civil y dentro de un plazo de veinticuatro horas, proceda esa interesada a retirar del negocio sus pertenencias personales, no es de recibo por esta Corte, pues se trata en la especie de un acto, por la Gobernación, de mera ejecución de lo resuelto en firme en orden de obtener “el cierre o clausura del negocio” (sic); cierre o clausura mandado a hacer en forma completa y material y que, de no ser acatado conforme a lo dispuesto por la Gobernación, haría inocua la sentencia respectiva. Dictado ese fallo por razones superiores de orden púbico y social, sus disposiciones privan desde luego sobre todo interés privado o particular, como el invocado en el Recurso.  Restarle validez a la orden legítima impartida por la Gobernación, manteniendo a la recurrente en la posesión y disfrute de la propiedad mencionada, en carácter de inquilina, implicaría obtener indirectamente lo que una sentencia emitida por autoridad competente veda en forma directa.  Por consiguiente, si el fallo, no es en sí mismo violatorio de ninguna de las normas constitucionales que cita el recurso, según lo tiene declarado esta Corte en casos semejantes (véase, entre otras, la resolución vertida en sesión de Corte Plena del 10 de octubre de 1960, en el Recurso de Amparo interpuesto por Joaquín Esquivel Castillo contra el Gobernador de Alajuela), menos puede serlo, según lo razonado, en su fase actual y conocida de ejecución del mismo.
